
Directiva 2006/123/CE, en relación con el artículo 50.3 de la Ley 4/2017, de 25 de septiembre, de los 
Derechos y la Atención a las Personas con Discapacidad en Andalucía, del que se deducía que las personas 
con discapacidad deberían contar con personal suministrador del combustible en las estaciones de servicio.

En su respuesta, tras exponer los antecedentes y causas que suscitaban el problema, derivadas 
principalmente de la necesaria observancia de la legislación comunitaria, se planteaba como posible 
solución el anteproyecto de ley para la modificación del artículo 50.3 de la Ley 4/2017, de 25 de septiembre, 
de atención a las personas con discapacidad en Andalucía, ya en marcha, que se esperaba que obtuviera la 
conformidad de todos los sectores y Administraciones implicadas, de forma que, sin rebajar las exigencias 
derivadas del cumplimiento del principio de accesibilidad universal que debían reunir todos los productos 
y servicios a disposición del público, se atuviera igualmente a la normativa europea.

Así las cosas estimando que, tras esta modificación legislativa, se verían atendidas las pretensiones que 
motivaron la queja y que, en consecuencia, nos encontrábamos ante un asunto en vías de solución, no 
resultaban precisas nuevas gestiones por nuestra parte, por lo que dimos por concluido el expediente.

1.9.2.1.2. Régimen sancionador

Este año 2020, de los expedientes de queja presentados por causa de disconformidad con expedientes 
sancionadores de tráfico pocos son los que han concluido en el ejercicio, estando aún muchos de ellos en 
tramitación. Algunos han sido resueltos de forma favorable a las pretensiones de las personas afectadas, 
y casi el mismo número hemos cerrado tras su instrucción al no haberse apreciado irregularidad en la 
actuación de la administración. Asimismo, vamos a dar cuenta de aquellos en los que a fecha de cierre del 
Informe Anual de 2019, estaban esperando respuesta a las resoluciones que formulamos por parte de las 
administraciones afectadas.

Así en la queja 20/6817, la persona interesada exponía que había sido sancionada porque en la tarjeta 
Persona con Movilidad Reducida de su hijo, que la tenía en el salpicadero, no se veía la fecha. Presentó 
recurso aportando la tarjeta original de PMR, la parálisis cerebral de su hijo, libro de familia, … que fue 
desestimado porque el agente de la empresa de aparcamientos no le veía la fecha.

Admitida a trámite interesamos del Ayuntamiento de Sevilla información para que nos indicara las causas 
por las que, a pesar de que la documentación obrante en el expediente sancionador acreditaba que la tarjeta 
se encontraba en el salpicadero del vehículo (aunque parcialmente no se viera) y, posteriormente, la persona 
afectada había acreditado la plena vigencia de la misma el día de la denuncia, habían sido desestimadas 
las alegaciones formuladas y confirmada la sanción impuesta.

En la respuesta municipal se indicaba que, tras el estudio de los expedientes, se procedía a la estimación 
del recurso presentado, el cual sería notificado en su domicilio en los próximos días.

También se aclaraba que el articulo 3 de la Orden de 10 de Marzo de la Consejería para la Igualdad y 
Bienestar Social de la Junta de Andalucía disponía: «La tarjeta de aparcamiento deberá colocarse en el 
salpicadero del vehículo de forma que resulte claramente visible desde el exterior». Y que la persona 
reclamante había sido denunciada por no tener visible la tarjeta de PMR, no poniéndose en duda, tras 
comprobar la documentación aportada, de que era titular de la misma y que cumplía todos los requisitos 
necesarios para estar en su posesión y poder utilizarla en las zonas reservadas para sus titulares, debiendo 
tener más cautela a la hora de colocarla en el salpicadero, para evitar circunstancias similares en el futuro.

Habiendo sido aceptada la pretensión planteada dimos por concluidas nuestras actuaciones.

En la queja 19/2517, formulamos Resolución, ante la ausencia total de respuesta a nuestras peticiones 
de información además de recordarle al Ayuntamiento de Jaén sus deberes de colaboración para con esta 
Institución, le recomendamos la necesidad de dictar resolución a la mayor brevedad posible ante recurso 
de reposición formulado por el reclamante.

En la respuesta municipal se nos aclara que, ya con fecha 19 de junio de 2019, se notificó la Resolución 
del Recurso de Reposición que había interpuesto contra la providencia de apremio por impago de sanción 
de tráfico. Esta resolución resultaba desestimatoria defendiendo la correcta tramitación del expediente 
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sancionador y que el recurso de reposición contra la resolución en periodo voluntario debió entenderlo 
desestimado igualmente por el transcurso de un mes sin resolución expresa. Por tanto, dado que el contenido 
de nuestra Recomendación estaba ya cumplimentado incluso antes de su propia formulación, entendimos 
que se ha había aceptado nuestra Resolución.

En la queja 16/1103, la persona reclamante ha venido siempre mostrando su discrepancia con un 
expediente sancionador que le fue incoado por el Ayuntamiento de Sevilla por entender que el vehículo 
de su propiedad se encontraba estacionado en zona privada y, en consecuencia, ajena a las competencias 
de la policía local. Aducía también que, con motivo de la retirada del vehículo por la grúa municipal, se le 
había ocasionado diversos daños cuya indemnización reclamaba.

En cuanto al problema de los daños, tras múltiples actuaciones en julio de 2019 formulamos Recomendación 
con objeto de que, por parte de la Alcaldía se dieran las instrucciones oportunas para que el Departamento 
Municipal que corresponda dicte la resolución administrativa que proceda del recurso potestativo de 
reposición presentado por la persona reclamante derivado del expediente de Responsabilidad Patrimonial 
de la Administración por daños en el vehículo o, en su defecto, la comunicación motivada de silencio 
administrativo que ponga fin a la vía administrativa.

No ha sido sino en diciembre de 2019, cuando por la administración municipal se nos envió respuesta 
mediante la que se nos comunicaba que ya fue contestado el recurso de reposición toda vez que tanto los 
Agentes intervinientes como los operarios de la empresa de grúas ratificaron que los daños no se produjeron 
durante la carga, traslado o depósito del vehículo. Sin embargo, ello constituía precisamente el objeto 
del recurso de reposición que, pese a nuestra Recomendación, seguía sin obtener una respuesta expresa. 
En definitiva, entendimos que el Ayuntamiento de Sevilla no había actuado en el sentido expuesto en la 
Resolución formulada por esta Institución.

Por ello, procedemos a incluir el expediente en este Informe Anual pues finalmente y a pesar de su larga 
tramitación, la Administración Municipal no ha mostrado su disposición a una resolución favorable del 
problema ocasionado.

También por problemas derivados de daños en vehículos tras traslado de la grúa municipal, recordamos 
al Ayuntamiento de Marbella en el expediente de queja 16/0794, el deber legal de observar los artículos 
32 y siguientes de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público y formulamos 
Recomendación para que fuera incoado el expediente de responsabilidad patrimonial que, por los posibles 
daños causados al vehículo durante el traslado de la grúa municipal, había venido siendo reiteradamente 
solicitado por la persona afectada y por esta Institución.

Lamentablemente, en ningún momento hemos obtenido respuesta del Ayuntamiento de Marbella a nuestra 
resolución de fecha 30 de abril de 2019, a pesar de haber instado, en dos ocasiones, por escrito su 
contestación y de haber mantenido conversación telefónica con personal del citado Ayuntamiento. Por 
ello, ante la falta de respuesta del citado organismo, al amparo del art. 29, aptdo. 2, de la Ley 9/1983, de 
1 de Diciembre, del Defensor del Pueblo Andaluz, procedemos a incluir la presente queja en el Informe 
Anual al Parlamento de Andalucía, destacándola en la sección correspondiente del mismo y dando cuenta, 
expresamente, de la falta de respuesta a nuestra resolución.

1.9.2.1.3. Aparcamientos

En este apartado hemos recibido en 2020 pocas reclamaciones y el mayor número de ellas ya bien entrado 
el año, lo cual relacionamos con la poca movilidad que han tenido los vehículos particulares en los meses 
de confinamiento estricto decretado por el estado de alarma a causa de la emergencia sanitaria provocada 
por la COVID-19.

A modo de ejemplo podemos citar la queja 20/5533, en la que la persona interesada exponía que la calle 
en la que vivía, en Conil de la Frontera, tenía una señal de acceso prohibido en su única entrada, por lo que 
ningún conductor estaba autorizado a circular o aparcar en ella. Pero hacía ya más de 5 años que todos los 
días los clientes de las tiendas cercanas dejaban su coche en esa calle y la gran mayoría no eran multados 
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